
          
 

CONSELL JURÍDIC CONSULTIU 
DE LA 

COMUNITAT VALENCIANA 
 
 

 
Dictamen        358/2026 
Expediente      308/2026 

 
 

 
 
 Hble. Sr.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 14 de mayo de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 
 

 De conformidad con la comunicación de V.H., de 29 de abril de 2026 
(Registro de entrada de 4 de mayo del mismo año), el Pleno del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana ha examinado el procedimiento 

instruido por la Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca sobre el 
proyecto de orden, de la Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca, 

por la que se modifica la Orden 4/2024, de 11 de marzo, de la Conselleria de 
Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se regula la aplicación de la 
condicionalidad y se establecen los requisitos legales de gestión y las buenas 

condiciones agrarias y medioambientales que deben cumplir las personas 
beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas primas anuales de 
desarrollo rural en la Comunitat Valenciana.  
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D.ª Fernanda María Lapresta Gascón 
 
Secretari General 
Ilmo. Sr. 
D. Joan Tamarit i Palacios 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

Del examen del expediente administrativo se desprende que: 
 
Primero.- Solicitud de dictamen 

 
Mediante escrito de fecha 7 de abril de 2026 (Registro de entrada de 20 

de abril del mismo año) tuvo entrada en este Consell Jurídic Consultiu el 
procedimiento instruido por la Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y 
Pesca relativo al proyecto de orden, de la Conselleria de Agricultura, Agua, 

Ganadería y Pesca, por la que se modifica la Orden 4/2024, de 11 de marzo, 
de la Conselleria de Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se regula la 
aplicación de la condicionalidad y se establecen los requisitos legales de 

gestión y las buenas condiciones agrarias y medioambientales que deben 
cumplir las personas beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas 

primas anuales de desarrollo rural en la Comunitat Valenciana, solicitándose 
el preceptivo dictamen de conformidad con lo dispuesto en los artículos 9 y 
10.4 de la Ley 10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic 

Consultiu de la Comunitat Valenciana, con carácter urgente. 
 

Segundo.- Documentación remitida 
 
El expediente que conforma el procedimiento instruido para la 

elaboración del proyecto de orden está integrado por la siguiente 
documentación: 

 

1.- Resolución de inicio del procedimiento del conseller de Agricultura, 
Agua, Ganadería y Pesca, de 27 de octubre de 2025. 

 
2.- Texto del proyecto de orden. 
 

3.- Informe justificativo de la urgencia en la tramitación, del director 
general de Política Agraria Común, de 20 de octubre de 2025.  

 

4.- Informe sobre la omisión del trámite de consulta pública previa del 
director general de Política Agraria Común, de 16 de marzo de 2026.  

 
5.- Informe de necesidad y oportunidad de la norma elaborado por el 

director general de Política Agraria Común, de 20 de octubre de 2025.  

 
6.- Memoria económica de la norma, de 13 de marzo de 2026, realizada 

por el director general de Política Agraria Común. 
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7.- Informe de impacto de género del director general de Política Agraria 
Común, de 13 de marzo de 2026.  

 
8.- Informe de impacto en la infancia y adolescencia y la familia, del 

director general de Política Agraria Común, de 13 de marzo de 2026.  
 

9.- Informe de coordinación informática firmado por el subdirector 

General de Soluciones TIC Sectoriales, en 24 de marzo de 2026 y por el 
director general de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el 25 

de marzo de 2026.  
 
10.- Informe de coordinación informática de la directora general de 

Política Agraria Común, de 13 de marzo de 2026.  
 
11.- Informe de no incidencia en el ámbito de otras consellerias del 

director general de Política Agraria Común, de 13 de marzo de 2026.  
 

12.- Anuncio por el cual se somete a Información pública el proyecto de 
orden, publicado en el DOGV número 10325 de 18 de marzo de 2026. 

 

13.- Informe sobre el resultado del trámite de audiencia pública, 
elaborado por el director general de Política Agraria Común, en 7 de abril de 

2026.  
 
14.- Segundo borrador de la norma. 

 
15.- Informe de la Abogacía de la Generalitat, de 23 de abril de 2026. 
 

16.- Informe del director general de Política Agraria Común, de 29 de 
abril de 2026, de adaptación del texto del proyecto a las observaciones 

efectuadas por la Abogacía de la Generalitat. 
 
17.- Tercer borrador de la norma. 

 
Y en este estado del procedimiento se remitió el expediente a este 

Consell Jurídic Consultiu para su dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES 

 

 
Primera.- Carácter jurídico del dictamen 

 
1.-De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.4 de la Ley 

10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic Consultiu de la 
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Comunitat Valenciana, es preceptiva la consulta a este Órgano de los 
proyectos de Reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten 

en ejecución de leyes y sus modificaciones. 
 

El proyecto normativo sometido a consulta tiene por objeto modificar la 
Orden 4/2024, de 11 de marzo, de la Conselleria de Agricultura, Ganadería y 
Pesca, por la que se regula la aplicación de la condicionalidad y se establecen 

los requisitos legales de gestión y las buenas condiciones agrarias y 
medioambientales que deben cumplir las personas beneficiarias que reciban 

pagos directos y determinadas primas anuales de desarrollo rural en la 
Comunitat Valenciana. 

 

El Proyecto normativo se ha remitido con carácter urgente y, a este 
respecto, expresa el artículo 14.2 de la Ley 10/1994, de Creación de esta 
Institución, que “Cuando en el escrito de remisión de los expedientes se haga 
constar la urgencia del dictamen, el plazo máximo para su emisión será de diez 
días”. 

 
Segunda.- Marco normativo aplicable y justificación del proyecto 

de orden 
 
1.- En cuanto al marco normativo el artículo 130 y 148 de la 

Constitución Española, expresan que las Comunidades Autónomas pueden 
asumir competencias en materias de agricultura y ganadería, de acuerdo con 
la ordenación general de la economía. 

 
Por su parte, el Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana (en 

adelante EACV) establece en su artículo 49.3 apartado 3 lo siguiente:  
 
“La Generalitat tiene también competencia exclusiva, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo 149 de la Constitución y, en su caso, de las bases y 
ordenación de la actividad económica general del Estado, sobre las siguientes 
materias: (…) 

 
3.ª Agricultura, reforma y desarrollo agrario, y ganadería.” 
 
A su vez, de acuerdo con el artículo 148.1. 7º CE, las Comunidades 

Autónomas podrán asumir competencias en materia de “La agricultura y 
ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía”. 

 
El EACV reconoce la relevancia social y cultural del sector agrario 

valenciano y su importante labor en la actividad productiva, en el 

mantenimiento del paisaje, del territorio, del medio ambiente, de la cultura, 
de las tradiciones y costumbres determinantes de la identidad valenciana. 
También se recoge el derecho a disfrutar de una vida y un medio ambiente 

seguro, sano y ecológicamente equilibrado, así como agua de calidad para 
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poder desarrollar sus actividades económicas y sociales. A tal fin, la 
Generalitat se compromete a la adopción de las medidas políticas, fiscales, 

jurídicas y legislativas que garanticen los derechos del sector agrario, su 
desarrollo y protección, así como de las personas agricultoras y ganaderas 

(artículo 18 EACV), en la protección del medio ambiente, la diversidad 
biológica, los procesos ecológicos y otras áreas de especial importancia 
ecológica (artículo 17 EACV). Además, a impulsar un modelo de desarrollo 

equitativo, territorialmente equilibrado y sostenible, basado en la 
incorporación de procesos de innovación, la plena integración en la sociedad 

de la información, la formación permanente, la producción abiertamente 
sostenible y una ocupación estable y el acceso a las nuevas tecnologías y al 
desarrollo de políticas activas que impulsen la formación, las infraestructuras 

y su utilización (artículo 19 EACV), con la plena integración de jóvenes y 
mujeres (artículo 11 EACV). 

 

A nivel comunitario, la PAC constituye una competencia compartida 
entre la Unión Europea y los Estados miembros, de conformidad con el 

artículo 4.2, d) del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). 
Asimismo, esta política encuentra su base jurídica en los artículos 38 a 44 
del TFUE. Dentro de la legislación comunitaria, se han adoptado diversas 

normas que resultan de aplicación a esta materia en concreto y entre otros 
los siguientes: 

 
a) El Reglamento (UE) 2021/2115 del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 2 de diciembre de 2021 por el que se establecen normas en relación con la 

ayuda a los planes estratégicos que deben elaborar los Estados miembros en 
el marco de la política agrícola común (planes estratégicos de la PAC), 
financiada con cargo al Fondo Europeo Agrícola de Garantía (FEAGA) y al 

Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER), y por el que se 
derogan los Reglamentos (UE) nº. 1305/2013 y (UE) nº. 1307/2013. 

 
b) El Reglamento (UE) 2021/2116 del Parlamento Europeo y del 

Consejo de 2 de diciembre de 2021 sobre la financiación, la gestión y el 

seguimiento de la política agrícola común y por el que se deroga el Reglamento 
(UE) nº 1306/2013; 

 

c) El Reglamento (UE) 2025/2649 del Parlamento Europeo y el Consejo, 
d19 de diciembre de 2025, por el que se modifican aspectos de la 

condicionalidad, como el universo de control de la condicionalidad reforzada 
sobre las explotaciones de más de 10 hectáreas de superficie admisible para 
el pago, la excepción de control de BCAM1-3-4-5-6-7 a las explotaciones 

ecológicas y la excepción de controles y sanciones de BCAM 7 a las 
explotaciones que tengan un tamaño máximo que no supere las 30 hectáreas 

de superficie agrícola declarada. 
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Así, en el ámbito estatal, cabe mencionar la Ley 30/2022, de 23 de 
diciembre, por la que se regulan el sistema de gestión de la Política Agrícola 

Común y otras materias conexas, el Real Decreto 1049/2022, de 27 de 
diciembre, por el que se que se establecen las normas para la aplicación de la 

condicionalidad reforzada y de la condicionalidad social que deben cumplir 
las personas beneficiarias de las ayudas en el marco de la Política Agrícola 
Común que reciban pagos directos, determinados pagos anuales de desarrollo 

rural y del Programa de Opciones Específicas por la Lejanía y la Insularidad 
(POSEI). 

 
A lo anterior, debe añadirse que, en fecha 31 de agosto de 2022, la 

Comisión Europea aprobó el Plan Estratégico de la PAC de España 2023-

2027.  
 
2.- En cuanto a los motivos que han justificado la elaboración y 

aprobación de esta norma, se afirma en el informe de necesidad de la 
aprobación del proyecto de orden, de 16 de octubre de 2025, realizado por la 

directora general de Producción Agrícola y Ganadera: 
 
“La legislación de la Política Agraria Común (PAC) 2023-2027, que entró 

en vigor el 1 de enero de 2023, ha incrementado la ambición medioambiental y 
climática de la condicionalidad que se venía aplicando (…). 

 
El título III, capítulo I, sección 2 del Reglamento (UE) 2021/2115 del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 2 de diciembre de 2021 por el que se 
establecen normas en relación con la ayuda a los planes estratégicos que deben 
elaborar los Estados miembros en el marco dela política agrícola común (planes 
estratégicos de la PAC), financiada con cargo al Fondo Europeo Agrícola de 
Garantía (FEAGA) y al Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (Feader), y 
por el que se derogan los Reglamentos (UE) 1305/2013 y (UE) 
1307/2013,establece el conjunto de Requisitos Legales de gestión (RLG) y las 
Buenas Condiciones Agrarias y Medioambientales (BCAM) que deben aplicar 
en el marco de la condicionalidad. 

 
El capítulo IV del título IV del Reglamento (UE) 2021/2116 del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 2 de diciembre de 2021 sobre la financiación, la 

gestión y el seguimiento de la política agrícola común y por el que se deroga el 
Reglamento (UE) 1306/2013, establece el sistema de control y penalizaciones 
en relación con la condicionalidad y el Reglamento Delegado (UE) 1172/2022 
de 4 de mayo de 2022, por el que se completa el Reglamento (UE) 2021/2116 
en lo que respecta al sistema integrado de gestión y control de la PAC y la 
aplicación y el cálculo de las penalizaciones en el marco de la Condicionalidad. 
 

En la normativa estatal, el Real Decreto 1049/2022, de 27 de diciembre, 
por el que se establecen las normas para la aplicación de la condicionalidad 
reforzada y de la condicionalidad social que deben cumplir las personas 
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beneficiarias de las ayudas en el marco de la Política Agrícola Común que 
reciban pagos directos, determinados pagos anuales de desarrollo rural y del 
Programa de Opciones Específicas por la Lejanía y la Insularidad (POSEI), 
establece un marco común para la aplicación de los sistemas de control y 
aplicación de penalizaciones, y por otro lado desarrolla cada una de las 
obligaciones de las 10 BCAMs incluidas en el Plan Estratégico de la PAC de 
España (…). 

 
El Real Decreto 1049/2022, de 27 de diciembre fue modificado por varios 

reales decretos como son el Real Decreto 147/2023, de 28 de febrero, y el Real 
Decreto 1177/2023, de 27de diciembre. 

 
Así el 15 de marzo de 2024 se publicó la Orden 4/2024, de 11 de marzo, 

de la Conselleria de Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se regula la 
aplicación de la condicionalidad y se establecen los requisitos legales de 
gestión y las buenas condiciones agrarias y medioambientales que deben 
cumplir las personas beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas 
primas anuales de desarrollo rural en la Comunitat Valenciana. 

 
Con posterioridad, se publicó el Real Decreto 567/2024, de 18 de junio, 

por el que se modifica el Real Decreto 1049/2022, de 27 de diciembre (…). 
 
Cabe indicar que la nueva PAC establece por primera vez la 

condicionalidad social, que se basa en el cumplimiento de determinadas 
obligaciones de las normas laborales aplicables y en las condiciones de trabajo 
y empleo por parte de las personas beneficiarias de ayudas PAC. Por ello se 
hace necesario establecer los procedimientos para que se puedan aplicar por 
parte de los organismos pagadores las penalizaciones establecidas por los 
organismos responsables de control con base en los incumplimientos 
detectados en los controles realizados por éstos, a partir de su entrada en vigor 
en España el 1 de enero de 2024conforme se dispone en su normativa 
reguladora. 

 
Así, el 19 de diciembre de 2024 se estableció un procedimiento de 

actuación para el intercambio de información entre la Agencia Valenciana de 
Fomento y Garantía Agraria(AVFGA, en adelante), como organismo pagador de 

la PAC en el ámbito de la Comunitat Valenciana y la Dirección General de 
Trabajo, Cooperativismo y Salud Laboral, como organismo responsable de 
garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y social y las normas 
laborales aplicables, garantizando de este modo una correcta aplicación de la 
condicionalidad social en sus ámbitos. 

 
En consecuencia, explicado cuanto antecede resulta necesario modificar 

la Orden 4/2024,de 11 de marzo para adecuarla al citado Real Decreto 
567/2024, de 18 de junio, y además, de conformidad con el artículo 19 Real 
Decreto 1049/2022, de 27 de diciembre, establecerlos porcentajes 
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correspondientes a penalizaciones con base en los incumplimientos detectados 
por Condicionalidad social, debiendo tramitarse por urgencia para que se 
pueda implementar en la campaña del año 2026, dado que son requisitos que 
deben cumplir los titulares de explotaciones situadas en todo o parte del 
territorio de la Comunitat Valenciana que reciban pagos directos en virtud del 
título III, capitulo II del Reglamento (UE) número 2021/2115, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 2 de diciembre de 2021 y/o pagos anuales por 
superficies y animales en virtud de los artículos70,71 y 72 del Reglamento (UE) 
2021/2115 del parlamento europeo y del Consejo, de 2 de diciembre de 2021, 
cuya solicitud se inicia en febrero de 2026”. 

 
3.- Finalmente, este proyecto de orden se propone, además, por la 

Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca, conselleria que es 
competente por razón de las materias asignadas por el Decreto 16/2025, de 

3 de diciembre, del president de la Generalitat, por el que se determinan el 
número y la denominación de las consellerias, y sus competencias, Decreto 
186/2025, de 5 de diciembre, del Consell, por el que establece la estructura 

orgánica básica de la Presidencia y de las consellerias de la Generalitat y el 
Decreto 69/2025, de 13 de mayo, del Consell por el que se aprueba el 
Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria de Agricultura, Agua, 

Ganadería y Pesca.  
 

Por todo ello, concluimos que la Generalitat y, en concreto, la 
Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca, tienen atribuida la 
correspondiente competencia para elaborar y aprobar este proyecto de orden.  

 
Tercera.- Procedimiento de elaboración del proyecto 

 
La elaboración y la tramitación de este proyecto de orden se ajustó al 

cauce y a los trámites que se establecen en el artículo 43 de la Ley del Consell 

que se desarrollaron y completaron por medio del Decreto 24/2009, de 13 de 
febrero, del Consell, de 13 de febrero, sobre la forma, la estructura y el 
procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la Generalitat 

(Decreto 24/2009, de 13 de febrero), así como a lo previsto, con carácter 
básico, en los artículos 127 a 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPACAP).  

 

El procedimiento se inició por resolución del conseller de Agricultura, 
Agua, Ganadería y Pesca, de 27 de octubre de 2025. 
 

Se ha realizado informe sobre la omisión del trámite de consulta pública 
previa elaborado por el director general de Política Agraria Común, en fecha 

20 de octubre de 2025, en el que se afirma que: “…Por resolución del conseller 
de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca de fecha 27 de octubre de 2025, se 
inició el procedimiento de elaboración y aprobación de una Orden de 
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modificación de la ORDEN 4/2024, de 11 de marzo, de la Conselleria de 
Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se regula la aplicación de la 
condicionalidad y se establecen los requisitos legales de gestión y las buenas 
condiciones agrarias y medioambientales que deben cumplir las personas 
beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas primas anuales de 
desarrollo rural en la Comunitat Valenciana, declarando asimismo la 
URGENCIA en su tramitación, lo que motiva de conformidad con el artículo 14.2 
de la Ley 4/2023, de13 de abril, de la Generalitat, de participación ciudadana 
y fomento del asociacionismo de la Comunitat Valenciana, la innecesaridad y 
omisión del trámite de consulta pública previa.” 

 
El informe sobre la necesidad y oportunidad de la norma se emitió por el 

director general de Política Agraria Común, en fecha 20 de octubre de 2025, así 
como la memoria económica, tal y como dispone el artículo 43.1, a) de la Ley 
del Consell y el artículo 39.2 del Decreto 24/2009, de 13 de febrero, que 

concluye que “El proyecto de Orden XX/26 que modifica la Orden 4/2024, de 11 
de marzo, de la Conselleria de Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se 
regula la aplicación de la condicionalidad y se establecen los requisitos legales 
de gestión y las buenas condiciones agrarias y medioambientales que deben 
cumplir las personas beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas 
primas anuales de desarrollo rural en la Comunitat Valenciana, no lleva 
aparejada ninguna partida presupuestaria y no tiene incidencias económicas en 
el presupuesto por cuánto esta orden que se tramita tiene como objeto modificar 
algunos requisitos legales de gestión y las buenas condiciones agrarias y 
medioambientales de la tierra que deben cumplir, de acuerdo a la legislación de 
la Unión Europea, nacional y autonómica, las personas beneficiarias en el 
conjunto de su explotación agraria para poder recibir íntegramente el pago de las 
ayudas directas y de determinados pagos anuales de desarrollo rural en el 
ámbito de la Comunitat Valenciana.” 
 

De conformidad con el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, 
de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones: 
“…cuando de la memoria económica se desprenda que su aplicación no 
comporta gasto no será necesario solicitar el informe citado en el apartado 1, 
siempre que, en el texto que se someta a aprobación o autorización, se incluya, 
a través de la incorporación de un apartado, artículo, disposición o cláusula 
específica, una referencia expresa a la no incidencia presupuestaria de la 
actuación en cuestión”.  

 
A tal efecto, se ha incorporado la disposición adicional única, titulada 

“Obligaciones económicas”, en la que se establece que “La presente Orden no 
genera obligaciones económicas para la Generalitat, no teniendo incidencia 
presupuestaria”. 
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Durante la tramitación del procedimiento, se recabarán todos aquellos 
informes que se consideren necesarios, tal y como dispone expresamente los 

artículos 43.1, d) y 53.1 de la Ley del Consell.  
 

Y, así, figura informe relativo al impacto de género del proyecto de 
orden, cumpliendo lo que dispone el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de hombres y mujeres, y el artículo 

4.bis de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la igualdad entre 
mujeres y hombres. En dicho informe se hace constar:  

 
“…Considerando que este proyecto tiene carácter reglamentario y que se 

limita a adaptarlas bases reguladoras que establecen las condiciones para 
intervenciones incluidas en la solicitud única en el plan estratégico de la Política 
Agrícola Común a cambios normativos posteriores, no se da contribución alguna 
a la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y por tanto el impacto 
de género que se prevé en su aplicación es NULO. (…)  

 

También, constan los informes sobre impacto en la familia, en la 
infancia y en la adolescencia, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 
22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de Protección del Menor y en la 

disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de Protección de las Familias 
Numerosas, todos ellos emitidos por el director general de Política Agraria 

Común. 
 

En relación con los referidos informes de impacto debe recordarse, como 

ya se ha dicho en anteriores dictámenes sobre proyectos normativos, que 
tendrían que haber sido emitidos por los órganos de la Administración 
especializados y competentes en la materia. 

 
Se ha incorporado, asimismo, el informe preceptivo de coordinación 

informática emitido por el subdirector General de Soluciones TIC Sectoriales, 
y por el director general de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, de conformidad con el artículo 94.1 del Decreto 220/2014, 

del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de administración 
electrónica, en su redacción dada por el Decreto 218/2017, de 29 de 
diciembre, del Consell. 

 
El proyecto normativo ha sido sometido al trámite de información 

pública prevista en el artículo 133.2 de la LPACAP y los artículos 14 y 16 de 
la Ley 4/2023, de 13 de abril, mediante publicación en el DOGV número 
10325 de 18 de marzo de 2026 y el director general de Política Agraria Común, 

en fecha 7 de abril de 2026, emitió informe sobre el resultado del trámite de 
información pública. 

 
La Abogacía General de la Generalitat informó el proyecto normativo, 

de conformidad con los artículos 43.1, e) de la Ley del Consell, 165.1 de la Ley 
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1/2015 y 5.2.a) de la Ley de la Generalitat 10/2005, de 9 de diciembre, de 
asistencia jurídica a la Generalitat. Y, en contestación al mismo se ha emitido 

informe por el director general de Política Agraria Común sobre las 
observaciones efectuadas por la Abogacía de la Generalitat. 

 
En definitiva, en el procedimiento de elaboración del proyecto de orden 

objeto del presente dictamen se han verificado las reglas que resultan de 

aplicación en la elaboración de las disposiciones administrativas generales 
contenidas en el artículo 43 de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, del Consell, 

y en el título III del Decreto 24/2009, de 13 de febrero, sobre la forma, la 
estructura y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la 
Generalitat. 

 
Cuarta.- Estructura y contenido del proyecto 
 

El texto del proyecto consta de un Preámbulo, un artículo, una 
Disposición Adicional, una Disposición Derogatoria, una Disposición Final y 

un Anexo que contiene la modificación proyectada.  
 

Quinta.- Observaciones al texto del proyecto 

 
A lo largo del procedimiento de elaboración del proyecto de orden, se 

han ido incorporando la mayor parte de las observaciones efectuadas por los 
distintos órganos, que han participado en la tramitación de la norma 
proyectada.  

 
Esta Institución Consultiva, que es la última en informar conforme a lo 

previsto en los artículos 2.4, de la Ley de la Generalitat Valenciana 10/1994, 

de creación de este Consell, y 5 del Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del 
Consell, por el que se aprueba su reglamento, examinado el texto del proyecto 

en su borrador final remitido, suscita las consideraciones siguientes:  
 
Al Artículo Único 

 
Se debería indicar en relación con el artículo 6 “añadiendo un nuevo 

apartado 3”, como se puntualiza con el resto de las nuevas incorporaciones 
al texto. 

 

A la Disposición Adicional Única 
 

Se sugiere sustituir el título de la disposición adicional única 
“obligaciones económicas” por el de “incidencia presupuestaria”, que resulta 
más ajustado a lo que dispone el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de 

febrero, de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de 
Subvenciones: “se incluya, a través de la incorporación de un apartado, 
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artículo, disposición o cláusula específica, una referencia expresa a la no 
incidencia presupuestaria de la actuación en cuestión”.  

 
A Disposición Final Única. Entrada en vigor 

 
Tal y como se indica en el informe de la Abogacía, si se mantiene esta 

redacción, donde dice “serán de aplicación” debe decir “será de aplicación”, en 

singular pues se refiere a la orden proyectada. 
 

Teniendo en cuenta que, en su caso, la publicación de esta orden se 
realizará ya trascurridos varios meses del año 2026, siendo su entrada en 
vigor el día siguiente al de su publicación, debería especificarse si, cuando se 

indica “… y serán de aplicación a los procedimientos que se inicien en el 
ejercicio 2026”, se refiere a todo el año, con lo que la norma tendría efectos 

retroactivos, o solo se refiere a los procedimientos que se inicien con 
posterioridad a su publicación. 
 

Tal y como expone el informe de la Abogacía, “Si se quiere establecer el 
carácter retroactivo de la norma debe tenerse en cuenta que la orden no podrá 
tener carácter retroactivo si restringe derechos individuales, por ejemplo, en lo 
que se trata de aplicación de penalizaciones, por prohibirlo expresamente el 
artículo 9.3 de nuestra Constitución”. 

 
En el supuesto de que la orden tenga carácter retroactivo deberá 

especificarse “salvo aquellas disposiciones que puedan suponer restricción de 
derechos individuales”. 

 
AL ANEXO 
 

Al Apartado primero. Modificación del apartado 4 del artículo 1 

 
Se cita el anexo V que se introduce en esta orden de modificación como 

nuevo y que contiene el listado de cultivos plurianuales. 
 

Consideramos que la referencia correcta es al nuevo anexo VI 

“obligaciones condicionalidad social”. 
 

Al Apartado segundo. Modificación del artículo 2 
 

Se añaden dos nuevos párrafos al artículo 2 “marco normativo”, 
consistente en incluir en la relación de normas, de la redacción originaria del 

artículo 2 de la Orden, el Real Decreto 567/2024, de 18 de junio, por el que 
se modifica el Real Decreto 1049/2022, de 27 de diciembre, y el Real Decreto 
916/2025, de 14 de octubre, por el que se modifican diversos reales decretos 

en materia de Política Agrícola Común, entre ellos el Real Decreto 147/2023, 
de 28 de febrero. 
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Es innecesario y debería suprimirse puesto que al tratarse de Reales 

Decretos que modifican otras normas, estas modificaciones ya se han 
introducido en las mismas, pasando a formar parte de estas, y máxime 

cuando los Reales Decretos modificados (RD 1049/2022 y RD 147/2023) ya 
constan en la redacción actual del artículo 2. 

 

Al Apartado tercero. Modificación del apartado 2.l) y se añade el 
subapartado m) del artículo 3 

 
Se indica: “Se modifica el apartado 2.l) del artículo 3 que queda 

redactado en los siguientes términos: …”. 

 
Puesto que se trata de una modificación dentro del artículo 3, de la letra 

l) del apartado 2, y de una ampliación de este apartado con el nuevo 
subapartado m), debería incluirse en el enunciado indicado: 

 

“En el artículo 3, se modifica el apartado 2. l) y se añade un nuevo 
subapartado m) quedando redactado en los siguientes términos…”.  

 
Al Apartado Cuarto. Nuevo Artículo 5 bis Competencia en la 

condición social 
 
Se indica: “Artículo 5 bis Competencias en la condicionalidad social. 
 
1. Las autoridades competentes en materia de condicionalidad social de 

acuerdo con la aplicación del artículo 87 del Reglamento (UE) nº 2021/2116 y 
con los artículos 18.2, 19.2 y 19.3 del Real Decreto 1049/2022, de 27 de 
diciembre, son las indicadas en los apartados 1, 2 y 3 y la dirección general 
competente en sanciones en materia laboral”. 

 
Es decir, que en cuanto a las autoridades competentes, después de 

remitirse al artículo 18 del Reglamento (UE) 2021/2116 y a los artículos 18.2, 
19.2 y 19.3 del Real Decreto 1049/2022, se concluye que “son las indicadas 
en los apartados 1, 2, 3 y la dirección …”. 
 

La referencia a estos apartados 1, 2 y 3, sin concretar el artículo y la 
norma a que se refieren, crea una total inseguridad jurídica, por lo que debe 
completarse esta remisión. 

 
Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de este Consell. 

 
En el apartado 2 del nuevo artículo 5 bis se indica: 
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“Para la aplicación de la condicionalidad social se seguirá el 
procedimiento aprobado en fecha 19 de diciembre de 2024 o el que se 
establezca en su sustitución.” 

 

En el borrador segundo de este proyecto de orden y en relación con el 
artículo 5 bis apartado 2, se indicaba: 

 

“2. Para la puesta en marcha del procedimiento de aplicación de la 
condicionalidad social en España descrita en el Título II del Real Decreto 
1049/2022, de 27 de diciembre, el organismo pagador de la Comunitat 
Valenciana, la Agencia Valenciana de Fomento y Garantía Agraria junto con la 
autoridad responsable de la imposición de sanciones en materia laboral, tiene 
establecido un procedimiento de actuación para la aplicación de la 
Condicionalidad Social en la Comunitat Valenciana de fecha 19 de diciembre 
de 2024”. 

 
La nueva redacción del último borrador no concreta ni identifica en 

debida forma al citado procedimiento aprobado el 19 de diciembre de 2024, 
ni qué documento formal lo recoge, quién o quiénes lo aprueban y, en su caso, 
si está incluido en una norma o reglamento, y con ello se traslada esta 

indefinición al “que se establezca en su sustitución”. 
 

En el preámbulo se hace referencia al Decreto 1049/2022, de 27 de 
diciembre, que establece las normas para la aplicación de la condicionalidad 
reforzada y de la condicionalidad social, al Reglamento (UE) 2025/2649 del 

Parlamento Europeo y el Consejo, de 19 de diciembre de 2025, por el que se 
modifican aspectos de la condicionalidad, así como el Reglamento (UE) 

2021/2116 en lo que respecta a las suspensiones de los pagos, la liquidación 
anual del rendimiento y los controles y sanciones, pero ninguna referencia al 
“procedimiento aprobado el 19 de diciembre de 2024”. 

 
La falta de concreción supone que esta redacción del precepto sea 

indefinida y carente de seguridad jurídica. 
 
Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de este Consell.  
 

Al Apartado Quinto. Nuevo apartado 3 del artículo 6 
 
Se establece: “Se añade un nuevo apartado 3 del artículo 6 que queda 

redactado en los siguientes términos: 1. El sistema de control …” 
 

Debe cambiarse el “1” por el “3”, en consonancia con la modificación 
que se introduce, ya que en dicho artículo 6 ya existen los apartados 1 y 2, 
que no son objeto de esta reforma. 

 



 15 

Al Apartado Sexto. Modificación de los apartados 2 y 7 del artículo 
14 

 
En la modificación del apartado 2 se indica: “2. La penalización se 

aplicará mediante la reducción o exclusión según el caso (...)de conformidad con 
el artículo 85 del Reglamento 2021/2119, o cualquier norma que le sustituya”. 

 
Consideramos que la cita del Reglamento de Ejecución (UE) 2021/2119 

de la Comisión, de 1 de diciembre de 2021, por el que se establecen 

disposiciones de aplicación relativas a determinados registros y declaraciones 
exigidos a los operadores y grupos de operadores y a los medios técnicos para 
la expedición de certificados es errónea, además, de contener solo 5 artículos. 

 
La redacción vigente del artículo14 apartado 2 de la orden que se va a 

modificar hace referencia al artículo 85 del Reglamento 2021/2116, que 
entendemos es el que corresponde. 
 

La referencia en el apartado 7 “al anexo V de esta Orden” (que solo 
contiene un listado de cultivos plurianuales) consideramos que es errónea. 

Consideramos que la referencia correcta debe ser al nuevo anexo VI, de 
obligaciones de condicionalidad social. 
 

Al Apartado Séptimo. Nuevo artículo 15 Bis. Cálculo de 
penalizaciones en condicionalidad social 

 
La referencia en el apartado 1 del nuevo artículo 15 bis al anexo V de 

esta Orden (que solo contiene un listado de cultivos plurianuales) 

consideramos que es errónea y debe referirse al nuevo anexo VI, de 
obligaciones de “condicionalidad social” que detalla las disposiciones y la 
legislación aplicable en materia laboral. 

 
Al Apartado Octavo. Modificación de las BCAM 2, 5, 6, 7 y 8 Anexo 

I Valoración ámbito de clima y medio ambiente, incluidos el agua, el 
suelo y la biodiversidad de los ecosistemas, y excepciones al 
cumplimiento de BCAM 1, 3, 4, 5,6,7 

 
En relación con el extremo Control de la BCAM 5, se establece:  

 
“Control de la BCAM 5. Gestión mínima de la labranza, reduciendo el 

riesgo de degradación y erosión del suelo, lo que incluye tener en cuenta la 
inclinación de la pendiente. 

Se modifica el último párrafo de la B5.2 y…”. 

 
No existe en el anexo I de la orden que se modifica la referencia “B5.2”, 

solo la “B5.1”. 
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Entendemos que la modificación debe referirse, por tanto, al apartado 
B5.1. 

 
En cuanto al extremo “control de la BCAM 6”, se dice que se modifica el 

primer párrafo de la B6.1, el primer párrafo de la B6.2 y se elimina el segundo 
párrafo de la B6.4. 
 

A continuación, se hace constar las nuevas modificaciones de los 
párrafos referentes al B6.1 y B6.2 y a continuación de este último se indica: 
“En tierras de barbecho, se elimina el segundo párrafo”. 

 
Por coherencia con el enunciado  debería hacerse constar “En tierras de 

barbecho, B6.4, se elimina el segundo párrafo”. 
 

Al Apartado Décimo. Nuevo ANEXO V. Listado de cultivos 
permanentes 

 
En la titulación de este apartado se usa la definición “cultivos 

permanentes”; no obstante, a continuación, se hace constar: 

 
“ANEXO V Listado de cultivos plurianuales”. 

 
En el nuevo subapartado m) del apartado 2 del artículo 3, (apartado 

tercero del anexo del proyecto) se hace referencia con la expresión “cultivos 

plurianuales” al Anexo V y ello en consonancia con la denominación que se 
usa en el artículo único de este proyecto. También se hace referencia a los 

cultivos plurianuales en el Apartado Octavo. Modificación de las BCAM 
(Superficies exentas a BCAM 7: 1, y en Práctica 2: Diversificación de cultivos). 

 

Deberá determinarse la denominación del nuevo Anexo V y hacerse 
concordar con la titulación de este Apartado Décimo. 

 

Sexta.- Cuestiones de técnica normativa y aspectos de redacción 
 

En el párrafo noveno del preámbulo debe citarse correctamente la Ley 
5/1983, de 30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell.  

 

Deben corregirse los dos puntos al final del párrafo séptimo del 
preámbulo.  

 
En el artículo único debe añadirse la tilde a la palabra “Cálculo”. 
 

Debe coordinarse si el número de los apartados del anexo se van a hacer 
constar con mayúscula o minúsculas, puesto que ahora no son todos 
coincidentes.  
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Se han formulado observaciones esenciales al apartado cuarto del 
Anexo. 

 
 

III 
CONCLUSIÓN 

 

Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 

 
Que el proyecto de orden, de la Conselleria de Agricultura, Agua, 

Ganadería y Pesca, por la que se modifica la Orden 4/2024, de 11 de marzo, 

de la Conselleria de Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se regula la 
aplicación de la condicionalidad y se establecen los requisitos legales de 
gestión y las buenas condiciones agrarias y medioambientales que deben 

cumplir las personas beneficiarias que reciban pagos directos y determinadas 
primas anuales de desarrollo rural en la Comunitat Valenciana, es conforme 

con el ordenamiento jurídico, siempre que sean atendidas las observaciones 
esenciales formuladas. 
 

 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 
 

 
 València, 14 de mayo de 2026 
 

       EL SECRETARIO GENERAL 
 
 

LA PRESIDENTA  
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
HBLE. SR. CONSELLER DE AGRICULTURA, AGUA, GANADERIA Y PESCA 


